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Temas: 
NULIDAD POR INDEBIDA INTEGRACIÓN DEL CONTRADICTORIO. “[N]o se integró el litis consorcio necesario, circunstancia que tiene la connotación suficiente para declarar la nulidad de lo tramitado y ordenar su devolución a la a quo para que se rehaga en debida forma la actuación. No puede olvidarse que ante la informalidad de la acción de tutela, en especial, el hecho de poder ser presentada por cualquier ciudadano, es posible que quien a ella acuda no determine con la claridad qué autoridades o dependencias afectan sus derechos, o quienes son las personas que sufren tal vulneración, lo que obliga al juez en sede de tutela a prestar mayor atención, en aras de detectar cualquier falencia al respecto y proceder a enderezar el trámite mediante la vinculación de quienes tienen injerencia decisiva en el asunto. (…) Con mayor razón entonces, debe procurar especial atención el funcionario judicial cuando en la acción tutelar se mencionan personas o entidades que por algún motivo deben ser vinculadas al trámite, amén del interés que les puede asistir en el asunto, para garantizarles su derecho de contradicción, máxime cuando en este caso es evidente que la inconformidad del actor no estaba centrada exclusivamente en lo decidido por el Consejo de Disciplina del Centro de Reclusión de Santa Rosa, sino también frente al superior que conoció del asunto en segunda instancia. Así las cosas, no queda alternativa diferente a decretar la nulidad de la sentencia objeto de apelación con el fin de que se proceda de inmediato a integrar el contradictorio en los términos indicados.”.
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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por  el señor ALBERT GIOVANNY OSORIO LONDOÑO contra el fallo proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), con  ocasión  de  la  acción de tutela presentada en contra del Consejo de Disciplina del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de esa localidad.

2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el señor OSORIO LONDOÑO, se pueden sintetizar así: (i) mediante Resolución de abril 8 de 2016 fue sancionado disciplinariamente por el Consejo de Disciplina del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Santa Rosa, pro hechos ocurridos en diciembre 1° de 2015, cuando se encontró dentro de la pared que da a la cabecera de su cama, un celular con su respectiva batería, la cual se justificó solamente por haber sido hallado en ese lugar y que aún tenía carga; (ii) si bien cuando se encontró dicho equipo fue llamado, éste nunca se prendió en su presencia y tampoco fue encontrado dentro de sus pertenencias y para la fecha de los hechos habían más internos en dicha celda, siendo injusto que se le endilgue dicha responsabilidad a él; (iii) en la investigación no obran elementos que hagan suponer que el celular le pertenecía, pues bien podría ser que antes de que él llegara a dicho lugar, el hueco donde estaba oculto ha estuviese hecho y se guardaba con anterioridad y si bien no dijo nada lo hizo para no exponer su integridad, por un delator no está bien visto por los demás internos, máxime que las paredes no tienen una adecuada conservación y por ende cualquiera pudo haber hecho la caleta y guardar lo incautado; (iv) hace un análisis de las pruebas que se recopilaron en la referida investigación y expone que contra la misma interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación, que fue resuelta en Resolución 127 de mayo 10 de 2016; y (v) aduce que con antelación a tal decisión su conducta era “ejemplar”, pero con ella se le degradó al estado de “mala”, lo cual es arbitrario, pues debido a que fue una falta grave, las normas carcelarias disponen que la conducta debería pasar de “ejemplar” a “regular” y no a “mala”, lo cual lo perjudica frente a la ejecución de la pena, aunque ello, según se le informó por un funcionario de la guardia, fue debido a una resolución expedida a finales del año 2016, la cual no le debió ser aplicada  en atención al principio de legalidad.
Pide por lo anterior, se tutelen su derecho fundamental al debido proceso, correlacionado con el de la libertad y en consecuencia se disponga el cese de los efectos de la Resolución disciplinaria por la vía de hecho en que se incurrió, al no existir medios de conocimiento para endilgarle responsabilidad en los hechos; de forma subsidiaria y de persistir la sanción, pise se revise el proceso de degradación de su conducta.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la demanda de tutela se descorrió la misma al Consejo Disciplinario del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Santa Rosa cuyo director dio respuesta de la siguiente manera:

(i) el actor está privado de la libertad desde septiembre 27 de 2013, condenado a 64 meses por delito contra la salud pública; (ii) hace relación a las actuaciones surtidas dentro del trámite disciplinario adelantado por el comiso de un celular, una sim card y una micro SD, dentro de lo cual se destaca  que en abril 8 de 2016 se sanción cono pérdida de 90 días del derecho a redención, frente a la cual el interno interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación, siendo resuelta la reposición por el Consejo de Disciplina mediante Resolución 127 de mayo 6 de 2016, donde se confirma la sanción y posteriormente por Resolución 1116 de octubre 4, la Dirección Regional Viejo Caldas, igualmente reitera lo decidido; (iii) al quedar en firme el acto administrativo, el Consejo de Evaluación y Tratamiento conceptuó clasificarlo en fase de alta seguridad y en consecuencia se le modificó la conducta por el período de septiembre 27 a diciembre 26 de 2016, el cual quedó en regular; (iv) por auto de noviembre 2 de 2016, el Juzgado Primero de Ejecución de Penas le revocó el beneficio administrativo de permiso de 72 horas; (v) durante el trámite del proceso se le respetaron los derechos al interno, quien permaneció con su conducta ejemplar y su fase de tratamiento en mediana seguridad hasta el momento en que quedó en firme la sanción impuesta; (vi) los internos con decisión ejecutoriada que están en mediana seguridad, se les modifica la conducta, se regresan a alta seguridad mientras cumplen nuevamente los requisitos para la misma; y (vii) pide no se acceda a lo solicitado por el interno, por cuanto no se le han vulnerado sus derechos fundamentales, los cuales le han sido garantizados en todas las actuaciones.

3.2- Agotado el trámite a seguir y en el término constitucional, el juzgado de primer nivel profirió sentencia en la que negó el amparo pedido al considerar que en este caso no se observa la vulneración del debido proceso, pues la investigación disciplinario se surtió conforme lo establecido en la Ley 65/93, modificado por la Ley 1709/14, al permitírsele hacer uso del derecho de defensa y frente a la decisión sancionatoria pudo interponer los recursos de ley, respecto de la cual no puede existir una nueva valoración en sede de tutela, salvo casos excepcionales, lo que acá no acontece.

4.- IMPUGNACIÓN
Inconforme con la providencia adoptada, el accionante al momento de notificársele el fallo constitucional, de su puño y letra consignó la palabra “apelo”,  sin haber presentado sustentación alguna.
5.- Para resolver, se CONSIDERA

Existe competencia funcional para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, pues no obstante que el actor no sustentó su inconformidad, amén de la informalidad que atañe a la acción constitucional, ello no es óbice para que la Corporación conozca del asunto en segunda instancia.

Sin embargo, analizada con detenimiento la actuación surtida, se observa que no es posible desatar la impugnación formulada y en su defecto la Sala debe pronunciarse acerca de una irregularidad procesal presentada en desarrollo del trámite adelantado en el juzgado de primer grado, dado que no se integró en debida forma el contradictorio, al ser indispensable que todas las partes que tienen algún interés en el caso fueran atadas al mismo y permitir de esa forma la oportunidad para que ejerzan los derechos de defensa y contradicción.

Ello no sucedió así porque no obstante que desde el instante en que se promovió la acción e igualmente al darse respuesta por parte de la Dirección del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Santa Rosa se indicó que contra la decisión que sancionó al interno ALBERT GIOVANNY OSORIO LONDOÑO se interpuso recurso de apelación, el cual decidió la Dirección Regional “Viejo Caldas” del INPEC, mediante Resolución 1116 de octubre 4 de 2016, pero dicha entidad no fue vinculada al trámite, pese a tener interés en el asunto sometido a consideración del juez constitucional.

Significa lo anterior, que no se integró el litis consorcio necesario, circunstancia que tiene la connotación suficiente para declarar la nulidad de lo tramitado y ordenar su devolución a la a quo para que se rehaga en debida forma la actuación.

No puede olvidarse que ante la informalidad de la acción de tutela, en especial, el hecho de poder ser presentada por cualquier ciudadano, es posible que quien a ella acuda no determine con la claridad qué autoridades o dependencias afectan sus derechos, o quienes son las personas que sufren tal vulneración, lo que obliga al juez en sede de tutela a prestar mayor atención, en aras de detectar cualquier falencia al respecto y proceder a enderezar el trámite mediante la vinculación de quienes tienen injerencia decisiva en el asunto. Así lo tiene definido la Corte Constitucional:

“Ahora bien, aun cuando en principio es al demandante a quien le corresponde identificar al presunto infractor de sus derechos, la jurisprudencia ha precisado que al juez de tutela le asiste la obligación subsidiaria de integrar de oficio la causa pasiva o el legítimo contradictorio, cuando encuentre que el actor ha citado a quien en realidad no es responsable de la conducta imputada o, en su defecto, cuando observe que no ha referenciado a la totalidad de los sujetos que están involucrados en la amenaza o violación alegada”. 

Con mayor razón entonces, debe procurar especial atención el funcionario judicial cuando en la acción tutelar se mencionan personas o entidades que por algún motivo deben ser vinculadas al trámite, amén del interés que les puede asistir en el asunto, para garantizarles su derecho de contradicción, máxime cuando en este caso es evidente que la inconformidad del actor no estaba centrada exclusivamente en lo decidido por el Consejo de Disciplina del Centro de Reclusión de Santa Rosa, sino también frente al superior que conoció del asunto en segunda instancia.

Así las cosas, no queda alternativa diferente a decretar la nulidad de la sentencia objeto de apelación con el fin de que se proceda de inmediato a integrar el contradictorio en los términos indicados. 

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA


PRIMERO: DECLARAR LA NULIDAD del fallo objeto de apelación por las razones aducidas en la parte motiva de esta providencia, a efectos de integrar en debida forma el contradictorio. 

SEGUNDO: Remítanse de inmediato las diligencias al juzgado de origen para lo pertinente.

Contra la presente providencia no procede recurso alguno.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Auto 257 del  13-Sep-06, M.P. Dr. Rodrigo Escobar Gil





Página 1 de 6

